
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGIO ESTRATÉGICO CASACIÓN Y REVISIÓN 
 

Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico 
 

SENTENCIA No. 318-17-SEP-CC 
 

CASO No. 2746-16-EP 
 

TRIBUNAL Corte Constitucional del Ecuador 20/09/2017. 

MATERIA Acción Extraordinaria de Protección 

INTERVINO LA DEFENSORIA 

PÚBLICA   

SI 
 

DATOS DEL DEFENSOR/A 

PÚBLICO 

Dr. Wilson Rodrigo Camino Alarcón, abogado titulado  por la Universidad Central del 

Ecuador, Especialista en Derecho Procesal Penal, Defensor Público desde el año 2010 

actualmente en la Coordinación de Control de Detención de Pichincha. 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho al debido proceso en la garantía a no ser privado en el derecho a la defensa en 
ninguna etapa o grado del procedimiento. 

BREVE RELACIÓN DE LOS 

HECHOS 

 
La accionante impugna la sentencia emitida el 21 de septiembre de 2016 del Tribunal de 
Garantías Penales de Quito, dentro del juicio signado con el Nro. 17282-2016-01736 por 
la presunta comisión del delito tipificado en el artículo 189 primer inciso del Código 
Orgánico Integral Penal; y, el auto de 10 de noviembre de 2016, en el cual el Tribunal 
respondió negativamente su pedido de nulidad.  
 
Su impugnación se encuentra relacionada por la falta de notificación al correo electrónico 
de su abogado defensor wcamino@defensoria.gob.ec, tanto de la sentencia impugnada y 
el auto de negativa a su pedido de impugnación. Al respecto, el Tribunal respondió 
negativamente a su pedido de nulidad en razón de haber notificado a la Defensoría Pública 
en las casillas judiciales 5387, 5711 y el correo electrónico 
boletaspichincha@defensoria.gob.ec.   
 
La accionante al respecto argumentó que: “[…] tanto la sentencia como el auto en el que 
el Tribunal negó su pedido de nulidad, carecerían de motivación. En concreto, cree que en 
el auto indicado no se explicaría los antecedentes de hecho y de derecho para concluir 
que su pedido no procede, porque nunca habría sido notificado al correo electrónico de su 
defensor wcamino@defensoria.gob.ec. Además, enfatiza que, la judicatura debió 
considerar que existen doscientos veinte abogados públicos, por lo que arguye que era 
imperativa una notificación al correo electrónico de su defensor. Afirma que habría 
presentado escrito en el que designó a su defensor público el 15 de septiembre de 2016; 
esto es con anterioridad a la emisión de la sentencia impugnada. Señala que tal actuación 
de la judicatura le habría impedido ejercer su derecho a recurrir del fallo. […]”  
 
La accionante Janeth Paulina Cabrera Ortiz, presentó la acción extraordinaria de 
protección en contra de la sentencia del 21 de septiembre de 2016 y el auto del 10 de 
noviembre de 2016, dictada por el Tribunal de Garantías Penales de Quito, provincia de 
Pichincha, dentro del juicio penal Nro. 17282-2016-01736, por considerar que le privó el 
derecho a la defensa porque no se le habría notificado con la aludida sentencia  
 

NORMAS CONSTITUCIONALES 

TRATADAS 

Artículo 76 numeral 7 literal a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna 
etapa o grado del procedimiento.  

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 

DEL CASO 

Persona en situación de indefensión. 

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 

SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional del Ecuador, garantía jurisdiccional “Acción Extraordinaria de 

Protección”. 
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INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 

INTERNACIONAL INVOCADO 

No 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 

INTEGRAL ADOPTADAS 

“3. Como medidas de reparación se dispone:  
 

3.1 Dejar sin efecto la notificación de la sentencia del 21 de septiembre de 2016 
y el auto de 10 de noviembre de 2016, dictados por el tribunal de Garantías 
Penales de Quito provincia de Pichincha, dentro del juicio penal Nro. 17282-
2016-01736 y todos los actos posteriores a dichos actos procesales. 

 
3.2 Disponer que en el plazo de cinco días contados a partir de la notificación 

con la presente sentencia, el secretario o secretaria del Tribunal de Garantías 
Penales de Quito, provincia de Pichincha, efectúe la notificación con la 
sentencia dictada el 21 de septiembre de 2016. Los términos para la 
interposición de recursos correrán a partir del momento en que se efectúe 
dicha notificación. 

 
3.3 Disponer que mediante sorteo, esta causa sea conocida por otro Tribunal de 

Garantías Penales de Quito, en observancia a una aplicación integral de esta 
decisión constitucional, esto es considerando la decisum o resolución, así 
como los argumentos centrales que son la base de la decisión y que 
constituyen la ratio decidendi.” 

 

ARGUMENTOS 

FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 

CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 

La Corte Constitucional centra su análisis en la notificación, por ser un medio por el cual 
se asegura que la parte procesal ejerza su derecho a la defensa y establece como 
problema jurídico: 
 
“La sentencia dictada el 21 de septiembre de 2016 y el auto de 10 de noviembre de 
2016, dictados por el Tribunal de Garantías Penales de Pichincha a las 11:22, 
¿vulneraron el derecho al debido proceso en la garantía de no ser privado del 
derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento? 
 
Para dar respuesta, la Corte Constitucional refiere otros pronunciamientos, como el de la 
sentencia Nro. 389-16-SEP-CC, caso No. 0398-11-EP, en su parte pertinente cita:  
 
“…se vulnera el derecho a la defensa de un sujeto procesal cuando existe indefensión; 
esto es, cuando se le impide comparecer al proceso o a una diligencia determinante del 
mismo, a efectos de justificar sus pretensiones; o, cuando pese a haber comparecido, no 
ha contado con el tiempo suficiente para preparar una defensa técnica adecuada; o 
igualmente cuando, en razón de un acto u omisión, el sujeto procesal, no ha podido hacer 
uso de los mecanismos de defensa que le faculta la ley, en aras de justificar sus 
pretensiones, como por ejemplo, presentar pruebas, impugnar una resolución, etc. De 
modo que esta indefensión, deviene en un proceso injusto y en una decisión con serio 
riesgo de ser parcializada y no corresponder con los derechos y principios 
constitucionales.” 
 
En este contexto la Corte concluye que: “…el derecho al debido proceso tutela los 
derechos del individuo en cada etapa procesal, durante el tiempo que dure una 
controversia hasta la ejecución integral de la decisión emitida respecto de ella.” 
  

Con respecto a la notificación, recoge el análisis efectuado en las sentencia Nro. 220-14-
SEP-CC, caso Nro. 1116-12-EP: “…el requisito de la notificación es primordial porque 
permite el ejercicio del debido proceso y comprendido en este, al derecho a la defensa per 
se, porque únicamente con este requisito las partes procesales pueden tener acceso a la 
información y actos que se desarrollan en el proceso. Con la notificación, las partes 
procesales pueden ejercer su derecho constitucional a la defensa, porque pueden formular 
sus argumentos en los momentos oportunos y a través de los medios pertinentes…” 
 
La Corte estableció que la falta de notificación conlleva la vulneración al debido proceso y 
determina que:  
 
“…la falta de notificación configura una transgresión del derecho a la defensa, en la medida 
en que dicha omisión produzca que determinado sujeto procesal –principalmente, el 
destinatario o afectado directo de la providencia-, que se imposibilitado de manera absoluta 
de conocer o informarse del acto ordenado por el  respectivo órgano jurisdiccional. Ello 
siendo que tal desconocimiento, implica que el sujeto procesal se vea impedido de 
preparar y ejercer determinados actos procesales conforme a su estrategia de defensa; en 
tanto dichos actos sean determinantes en la sustanciación del proceso correspondiente. 



 

 

De este modo, en la media en que los órganos jurisdiccionales a través de alguno de los 
mecanismos previstos en el ordenamiento jurídico y previamente indicados por los sujetos 
procesales, aseguren la notificación de lo ordenado en la tramitación de la causa, y esto 
se encuentre plenamente justificado, habrán garantizado –al menos, mínimamente- el 
derecho a la defensa. Estima importante considerar que el presente caso se distingue de 
otros similares en tanto la Defensoría Pública es una institución en la que sirven varios 
Abogados, quienes patrocinan gran cantidad de causas. Por lo tanto, la notificación a un 
medio genérico institucional no puede considerarse como suficiente para satisfacer la 
garantía en cuestión.” 
 
 

FALLO 1. Declarar la vulneración del derecho constitucional al debido proceso de la 
accionante en la garantía de no ser privada del derecho a la defensa en ninguna 
etapa o grado del procedimiento, reconocida en el Art. 76 numeral 7 literal a de 
la Constitución de la República. 

2. Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada. 
3. Como medidas de reparación se dispone: 

 
3.1 Dejar sin efecto la notificación de la sentencia del21 de septiembre de 

2016 y el auto de 10 de noviembre de 2016, dictados por el Tribunal de 
Garantías Penales de Quito provincia de Pichincha, dentro del juicio 
penal Nro. 17282-2016-01736 y todos los actos posteriores a dichos 
actos procesales. 

3.2 Disponer que en el plazo de cinco días contados a partir de la 
notificación con la presente sentencia dictada el 21 de septiembre de 
2016. Los términos para la interposición de recursos correrán a partir del 
momento en que se efectúe dicha notificación. 

3.3 Disponer que mediante sorteo, esta causa sea conocida por otro 
Tribunal de Garantías Penales de Quito, en observancia a una 
aplicación integral de esta decisión constitucional, esto es considerando 
la decisum o resolución, así como los argumentos centrales que son la 
base de la decisión y que constituyen la ratio decidendi.  

 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 

ADOPTADA 

Aprobada por el pleno dela Corte Constitucional con 6 votos de las señoras juezas y 
señores jueces: Francisco Butiña Martínez, Marien Segura Reascos, Ruth Seni 
Pinoargote, Roxana Silva Chicaiza, Manuel Viteri Olvera y Wendy Molina Andrade.  

VOTOS CONCURRENTES O 

DISIDENTES: 

No 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 

DE LA SENTENCIA DE LA CORTE 

CONSTITUCIONAL. 

http://doc.corteconstitucional.gob.ec:8080/alfresco/d/d/workspace/SpacesStore/a467d52e

-1b25-4a74-8ae6-8041b61bb1c8/2746-17-ep-auto.pdf?guest=true 

 

 

 

 

Aprobado: Dra. María Helena Villarreal/  
Directora de Litigación Estratégica, 
Casación y Revisión  

 

Revisado: Ab. Yolanda Yerovi Nogales/ Defensora  
 
 
 

Elaborado:   
 
 
 

 

Dra. / Marlene Flores Méndez / Analista
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